
42 Jueves 25 abril 2002 BOE núm. 99. Suplemento

de la ley (art. 14 CE), conforme a la doctrina jurispru-
dencial anteriormente expuesta, por lo que procede esti-
mar el amparo solicitado por este motivo y, en conse-
cuencia, declarar la nulidad de la resolución judicial com-
batida, retrotrayendo las actuaciones al momento ante-
rior a dictar Sentencia para que se dicte otra que respete
el derecho fundamental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar en parte la demanda de amparo, formulada
por don Anastasio Castizo Machío, y en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho del recurrente a la igual-
dad en la aplicación de la ley.

2.o Anular la Sentencia de la Sección Quinta de la
Audiencia Provincial de Sevilla, de fecha 18 de noviem-
bre de 1997, dictada en el rollo de apelación civil
1269/97.

3.o Retrotraer las actuaciones de dicho recurso al
momento inmediatamente anterior al pronunciamiento
de la Sentencia, para que se dicte nueva Sentencia, en
la que se resuelva el recurso de apelación respetando
el expresado derecho fundamental.

4.o Desestimar el recurso de amparo en los demás
extremos.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de abril de dos mil dos.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y
Montiel.—Firmado y rubricado.

7888 Sala Primera. Sentencia 75/2002, de 8 de
abril de 2002. Recurso de amparo 2956/98.
Promovido por don Aldo Bordessa respecto
a la Sentencia de la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Madrid que desestimó su demanda
contra el Ministerio de Economía y Hacienda
sobre una multa por exportación de moneda
no declarada.
Supuesta vulneración del derecho a la lega-
lidad penal: la supresión del delito monetario
por vigencia del Derecho comunitario no impi-
de sanciones administrativas.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera, Pre-
sidente, don Pablo García Manzano, don Fernando Garri-
do Falla, doña María Emilia Casas Baamonde, don Javier
Delgado Barrio y don Roberto García-Calvo y Montiel,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2956/98, promovido
por don Aldo Bordessa, representado por el Procurador
de los Tribunales don Francisco Velasco Muñoz-Cuellar

y asistido por el Abogado don José Colls Alsius, contra
la Sentencia de 14 de abril de 1998 de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Madrid que confirma la resolución sancionadora
de la Dirección General de Economía Internacional y
Transacciones Exteriores del Ministerio de Economía y
Hacienda de 2 de noviembre de 1995. Ha sido parte
el Abogado del Estado y ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don Manuel Jimé-
nez de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer de
la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito, registrado el 30 de junio de
1998, el Procurador de los Tribunales don Francisco
Velasco Muñoz-Cuéllar, en nombre y representación de
don Aldo Bordessa, formuló recurso de amparo contra
la Sentencia que se ha mencionado arriba.

2. Los hechos que fundamentan la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El día 10 de noviembre de 1992 don Aldo Bor-
dessa fue detenido en la Aduana de la Junquera (Girona)
cuando se disponía a abandonar el territorio español
con destino inmediato a Francia, llevando oculta en el
interior del automóvil que conducía la cantidad total de
49.870.000 pesetas, sin contar para ello con la corres-
pondiente autorización administrativa.

b) Se instruyeron diligencias previas en el Juzgado
Central de Instrucción núm. 3, por posible delito mone-
tario en grado de frustración, siendo objeto de enjui-
ciamiento por el Juzgado Central de lo Penal de la
Audiencia Nacional. En el juicio oral celebrado el 17
de junio de 1993, el Ministerio Fiscal calificó los hechos
como constitutivos de un delito monetario en grado de
frustración de los arts. 6.A.1 y 7.1.2 de la Ley 40/1979,
de 10 de diciembre, modificada por Ley Orgánica
10/1983, de 16 de agosto, en relación con los arts.
3.2 y 51 del Código Penal, del que estimó penalmente
responsable a don Aldo Bordessa, solicitando se le impu-
sieran las penas de seis meses de arresto mayor, con
sus accesorias legales, multa en cuantía de 20 millones
de pesetas, con arresto sustitutorio en caso de impago,
y comiso de la cantidad de dinero aprehendida, así como
el abono de las costas procesales. La defensa de don
Aldo Bordessa solicitó la libre absolución, invocando la
vigencia de la Directiva comunitaria 88/361, de 24 de
junio de 1988, en virtud de la cual no se podía exigir
autorización administrativa previa para la exportación a
un país miembro de la Comunidad Europea de moneda,
billetes de banco o cheques al portador. Dicha Directiva
debía haber sido incorporada al Derecho español el 1
de enero de 1993. Por ello la conducta del Sr. Bordessa
quedaba despenalizada. Ante dicha alegación el Magis-
trado-Juez Central de lo Penal dictó Auto el 19 de junio
de 1993 en el que planteaba, al Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas, cuestión prejudicial inter-
pretativa del Tratado Constitutivo de la CEE y sobre la
citada Directiva 88/361.

c) El Tribunal de Justicia de las Comunidades Euro-
peas dictó Sentencia el 23 de febrero de 1995 decla-
rando: 1) que una normativa que supedita la exportación
de monedas, billetes de banco o cheques al portador
a una autorización administrativa o a una declaración
previa y que apareja sanciones penales a dicha exigencia
no está comprendida en el ámbito de aplicación de los
arts. 30 y 59 del Tratado; 2) que los arts. 1 y 4 de
la Directiva 88/361 del Consejo, de 24 de junio de 1988,
se oponen a que la exportación de monedas, billetes
de banco o cheques al portador se supedite a una auto-
rización previa, pero, por el contrario, no se oponen a
que dicha operación se supedite a una declaración pre-
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via; y 3) que las disposiciones del art. 1, en relación
con el art. 4, de la Directiva 88/361 pueden invocarse
ante el órgano jurisdiccional nacional y dar lugar a la
inaplicabilidad de las normas nacionales contrarias a
dichas disposiciones.

d) A la vista de esta resolución del Tribunal de Jus-
ticia de las Comunidades Europeas, el Juzgado Central
de lo Penal de la Audiencia Nacional dictó Sentencia
el 31 de mayo de 1995, absolviendo a don Aldo Bor-
dessa del delito del que había sido acusado y acordando
remitir a la Dirección General de Transacciones Exte-
riores del Ministerio de Economía y Hacienda el dinero
intervenido, a fin de que procediera a lo que hubiera
lugar. Recibidas por ésta las actuaciones, decidió abrir
expediente sancionador contra don Aldo Bordessa por
intentar exportar 49.870.000 pesetas sin haberlos decla-
rado con anterioridad. El 2 de noviembre de 1995 se
dictó Resolución sancionadora por la que se imponía
al ahora recurrente en amparo una multa de 4.900.000
pesetas como autor de una infracción leve, prevista y
sancionada en el art. 10.2 y 3 de la Ley 40/1979, de
10 de diciembre, y arts. 4.1 y 10.1 del Real Decreto
1816/1991, de 20 de diciembre.

e) Contra dicha Resolución se interpuso recurso
contencioso-administrativo ante el Tribunal Superior de
Justicia de Madrid, que el 14 de abril de 1998 dictó
Sentencia desestimando el recurso y confirmando la san-
ción. Esta Sentencia puso fin a la vía judicial ordinaria.

3. El recurrente denuncia la vulneración de los prin-
cipios constitucionales de legalidad y tipicidad recono-
cidos en el art. 25.1 CE. Alega que ha sido sancionado
administrativamente por una omisión (no declarar la
exportación de 49.870.000 pesetas) que no estaba tipi-
ficada como falta administrativa, sino como delito, en
el momento de comisión de los hechos (10 de noviembre
de 1992) y por dicha razón fue acusado por el Ministerio
Fiscal por un delito monetario en grado de frustración.
Al ser absuelto por el Juzgado Central de lo Penal se
le pretende sancionar por la omisión de una declaración
que ni podía realizar en el momento de comisión de
los hechos ni estaba tipificada tal omisión como una
falta administrativa. Aduce el Sr. Bordessa que no podía
el 10 de noviembre de 1992 exportar 49.870.000 pese-
tas limitándose a declararlo en la frontera. Sacar de Espa-
ña más de cinco millones de pesetas sin cumplir el requi-
sito, legalmente vigente en aquel momento, de obtener
la correspondiente autorización administrativa, no estaba
tipificado como falta administrativa sino como delito, por
lo que despenalizado el delito no se puede entonces
pretender castigar retroactivamente esa conducta como
falta administrativa. Nos hallamos por tanto ante una
laguna legal que, en este caso, favorece al Sr. Bordessa,
que no puede ser castigado ni penal ni administra-
tivamente.

4. Por providencia de la Sección Primera de este
Tribunal de 14 de septiembre de 1999 se acordó admitir
a trámite la demanda de amparo, sin perjuicio de lo
que resultase de los antecedentes. Asimismo, a tenor
de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, se decidió requerir
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid para que remitiera tes-
timonio del recurso 3278/95, interesándose al propio
tiempo para que se emplazara a quienes fueron parte
en el citado procedimiento, con excepción del recurrente
en amparo, para que en el plazo de diez días pudieran
comparecer en este proceso constitucional.

5. Por diligencia de ordenación de la Sala Primera
de este Tribunal de 8 de noviembre de 1999 se tuvo
por recibido el testimonio de las actuaciones remitido
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid y el escrito del Abogado

del Estado, a quien se tiene por personado y parte. Asi-
mismo, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se
acordó dar vista de todas las actuaciones por un plazo
común de veinte días al Ministerio Fiscal, al Abogado
del Estado y al solicitante del amparo, para que en dicho
término presentaran las alegaciones que a su derecho
convinieran.

6. Mediante escrito registrado el 4 de diciembre de
1999 el Procurador don Francisco Velasco Muñoz-Cue-
llar, en representación del recurrente, se ratificó ínte-
gramente en las alegaciones formuladas en la demanda
de amparo.

7. El Abogado del Estado, por escrito registrado el
9 de diciembre de 1999, evacuó el trámite de alega-
ciones. En primer lugar, duda la representación del Esta-
do de que se haya invocado ante la jurisdicción ordinaria
en tiempo y forma el derecho aducido en amparo [art.
44.1 c) LOTC] puesto que, en su opinión, no se debe
tener por suficientemente cumplido el requisito legal por
la mera cita del ordinal del precepto, que era el art.
25 CE, si ésta no ha permitido al órgano judicial tomar
postura concreta sobre la razón que luego se hace valer
en amparo. Según el Abogado del Estado, en el recurso
ante el Tribunal Superior de Justicia, aunque el recurren-
te citara el art. 25 CE, se discutió si las conductas cono-
cidas eran o habían dejado de ser ilícitas. En la demanda
de amparo por el contrario se reconocen su ilicitud y
su tipificación, pero se plantea el problema distinto de
si los hechos han dejado de ser sancionables por un
difícil juego de encuadramientos, basado en la distinción
entre infracciones penales y administrativas.

En segundo lugar, y entrando ya en las alegaciones
de fondo del demandante de amparo, sostiene el Abo-
gado del Estado que es artificioso el intento de diver-
sificar los expedientes o trámites exigidos por el Real
Decreto 1816/1991, puesto que de esta norma puede
deducirse que el deber del exportador es el de declarar
en todo caso, aunque con la carga de obtener auto-
rización sólo si la cantidad exportada es superior a los
cinco millones de pesetas. La contraposición propuesta
por el recurrente entre no declaración y falta de auto-
rización es absolutamente ficticia, porque el tipo de la
segunda no excluye, sino que incorpora y absorbe el
elemento contenido en la primera.

Recuerda también el Abogado del Estado que el
demandante incurrió en un delito, que no fue castigado
al aplicarse retroactivamente la legislación posterior más
favorable. Dicha aplicación, sin embargo, ha de ser ínte-
gra, en el sentido de que comprende la totalidad de
las normas de la ley más favorable (cita aquí la STC
21/1993, de 18 de enero). Nos hallamos ante un caso
de sucesión de normas en el que la despenalización de
las sanciones por falta de autorización previa no afecta
a las consecuencias administrativas de la conducta del
demandante de amparo, el cual se propuso llevar a cabo
un movimiento de dinero sin cumplimentar requisito
alguno, ni siquiera la declaración previa. La innovación
introducida en el ordenamiento jurídico no consiste en
la supresión de este último deber, que permanece en
sus propios términos, sino en su ulterior finalidad. Deja
de ser el presupuesto de un preciso acto autorizativo
para convertirse en instrumento de control fiscal, finan-
ciero, de prevención o persecución de delitos, etc. Pero
la reducción o modificación de esa finalidad no significa
la eliminación del deber que constituye su propio pre-
supuesto, sino al contrario, su plena e indispensable
vigencia. Finaliza el Abogado del Estado pidiendo la
desestimación del recurso de amparo.

8. El 17 de diciembre de 1999 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal el escrito de alegaciones
del Ministerio Fiscal. En el mismo recuerda que si nos
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situamos en el momento de producirse la acción u omi-
sión (noviembre de 1992) la conducta que realizó el
demandante de amparo estaba tipificada como delito,
pero si lo hacemos en 1995 (fecha de la Sentencia
penal), los hechos no eran constitutivos de infracción
de este tipo. Lo que no resulta jurídicamente legítimo,
para el Ministerio Fiscal, es posicionarse en 1992 para
lo que interesa (no cabía mera declaración para una can-
tidad superior a cinco millones de pesetas), y afirmar
a la vez que nos encontramos en 1995 para obtener
así alguna ventaja: no era exigible autorización para sacar
dinero de España en la cantidad citada.

El Fiscal sostiene que la fecha a la que hay que ate-
nerse en la aplicación temporal de las normas concurren-
tes en este caso es 1995, fecha en la que los hechos
no son constitutivos de delito, pero sí de infracción admi-
nistrativa, al incumplir el demandante de amparo las nor-
mas de control de cambios e intentar sacar de España
una cantidad superior a un millón de pesetas sin decla-
ración ni autorización. Dicha conducta encaja para el
Ministerio Fiscal en el tenor literal del art. 10.2 de la
Ley 40/1979, de modo que no existe quiebra alguna
del principio de legalidad sancionadora ni del art. 25.1
CE. Finaliza el Fiscal interesando que se dicte Sentencia
denegando el amparo.

9. Por providencia de 4 de abril de 2002 se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el siguiente día 8 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo tiene por objeto
la impugnación de la sanción impuesta por la Dirección
General de Economía Internacional y Transacciones Exte-
riores del Ministerio de Economía y Hacienda al intentar
el ahora demandante exportar más de un millón de pese-
tas sin haberlo declarado con anterioridad, sanción con-
firmada por la Sentencia de 14 de abril de 1998 de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid.

El recurrente denuncia la vulneración de los principios
constitucionales de legalidad y tipicidad reconocidos en
el art. 25.1 CE, al ser sancionado por una omisión que
no estaba tipificada como falta administrativa en el
momento de comisión de los hechos.

Para el Abogado del Estado es posible, en primer
lugar, albergar dudas de que la violación del derecho
haya sido invocada ante la jurisdicción ordinaria y, en
segundo lugar, existía en todo caso la obligación de
declarar la exportación de moneda. El que la conducta
del demandante, que incurrió en un delito, no fuera cas-
tigada al aplicarse retroactivamente la legislación penal
más favorable, no significa que quede fuera de todo
reproche posible su acto de intentar realizar un movi-
miento de dinero sin cumplimentar requisito alguno, ni
siquiera la declaración previa. Interesa, por tanto, la
desestimación del recurso de amparo.

El Ministerio Fiscal sostiene también que debe deses-
timarse el amparo porque en 1995, fecha de la impo-
sición de la sanción, los hechos no eran constitutivos
de delito, pero sí de infracción administrativa, al incum-
plirse por el demandante de amparo las normas de con-
trol de cambios e intentar sacar de España una cantidad
superior a un millón de pesetas sin declaración ni auto-
rización. Se trata de una conducta que encaja en el tenor
del art. 10.2 de la Ley 40/1979, sin que exista quiebra
alguna del principio de legalidad sancionadora (art. 25.1 CE).

2. Hemos de dilucidar, en primer término, si con-
curre en este caso, como pretende el Abogado del Esta-
do, la causa de inadmisión, prevista en el art. 44.1 c)
en conexión con el art. 50.1 a), ambos de la LOTC, y
consistente en que no se haya invocado formalmente

en el proceso judicial previo el derecho constitucional
vulnerado, tan pronto, una vez conocida la violación,
hubiere lugar para ello. Para la representación del Estado
debe entenderse que la mera cita numérica no ampara
ni cubre de modo suficiente la exigencia procesal de
la invocación previa, cuando la lesión denunciada en
amparo tenga por objeto una manifestación o proyección
del derecho distinta a la que fue alegada en la demanda
y considerada congruentemente en la Sentencia del pro-
ceso precedente. En el supuesto que nos ocupa el fun-
damento de la lesión del principio de tipicidad en la
demanda de amparo sería por completo diferente al sen-
tido de la violación denunciada en la vía contenciosa.

Dicha alegación no puede ser acogida. Solo un enten-
dimiento rígido y formalista del requisito previsto en el
art. 44.1 c) LOTC podría llevarnos a aceptarla. Es cono-
cida la doctrina del Tribunal Constitucional en el sentido
de que este requisito procesal tiene una doble función,
anverso y reverso de un mismo concepto, que no es
sino el de la naturaleza subsidiaria del amparo y por
ello la conveniencia de que el juzgador, en su ámbito
propio, pueda remediar por sí mismo la violación del
derecho o libertad fundamental, a cuyo efecto ha de
brindársele la oportunidad de tal subsanación (por todas
STC 185/1992, de 16 de noviembre, FJ 1). De acuerdo
con esta interpretación, y más allá de la letra de esta
regla preventiva, debemos ahora resolver si ante el Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid se alegó en tiempo
y forma la falta de tipicidad de la sanción administrativa
impuesta, con la consiguiente violación del art. 25.1 CE.
El examen de las alegaciones hechas en la demanda
formulada el 3 de septiembre de 1996 y en el escrito
de conclusiones de 31 de octubre del mismo año, todos
ellos en el marco del recurso contencioso-administrativo
que dio lugar a la Sentencia de 14 de abril de 1998
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, lleva a con-
cluir que en todo momento se puso de manifiesto la
falta de tipificación de los hechos como infracción admi-
nistrativa y la imposibilidad de sancionar por la omisión
de una declaración no prevista en la fecha de comisión
de los hechos, que son las principales alegaciones del
recurrente en su demanda de amparo. La jurisdicción
ordinaria pudo, pues, pronunciarse sobre la violación del
derecho que se pretende reparar en el recurso de amparo
y lo hizo, como consta en la Sentencia, rechazando las
pretensiones del recurrente.

3. Entrando ya en las alegaciones de fondo, debe-
mos centrar el debate en si el hoy demandante de ampa-
ro incurrió efectivamente en una infracción administra-
tiva, y al imponerle una sanción, confirmada por la Sen-
tencia que aquí se recurre, se han infringido los principios
de legalidad y tipicidad reconocidos en el art. 25.1 CE.

Para el quejoso se pretende sancionarle por la omisión
de una declaración que ni podía realizar en el momento
de comisión de los hechos ni estaba tipificada como
falta administrativa, sino como delito. Para la Abogacía
del Estado el deber del exportador es el de declarar,
en todo caso, y la innovación introducida en el Orde-
namiento jurídico por la despenalización de ciertas con-
ductas relacionadas con la exportación de moneda, no
suprime el deber sino que cambia su finalidad. El Minis-
terio Fiscal, por su parte, argumenta que en la fecha
de la Sentencia penal (1995) los hechos son constitu-
tivos de infracción administrativa, encajando la conducta
del ahora recurrente en el tenor literal del art. 10.2 de
la Ley 40/1979, de modo que no existe quiebra alguna
del principio de legalidad sancionadora (art. 25.1 CE).

4. Conviene llegados a este punto recordar nuestra
consolidada doctrina sobre los principios de legalidad
y tipicidad en materia sancionatoria. Ya en la STC
133/1987, de 21 de julio, FJ 4, tuvimos ocasión de
decir que el principio de legalidad en el ámbito del dere-
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cho sancionador estatal implica, por lo menos, estas tres
exigencias: la existencia de una ley (lex scripta); que
la ley sea anterior al hecho sancionado (lex previa); y
que la ley describa un supuesto de hecho estrictamente
determinado (lex certa), lo que significa un rechazo de
la analogía como fuente creadora de delitos y penas,
e impide, como límite a la actividad judicial, que el juez
se convierta en legislador (en sentido análogo pueden
citarse las SSTC 3/1988, de 21 de enero, 111/1993,
de 25 de marzo, 372/1993, de 13 de diciembre, FJ 5
y 64/2001, de 17 de marzo, FJ 4).

En el ámbito administrativo hemos afirmado con rei-
teración lo que puede condensarse en la fórmula de
que el art. 25.1 CE , extensible al ordenamiento admi-
nistrativo sancionador, incorpora una doble garantía: la
primera, de orden material y de alcance absoluto, refleja
la especial trascendencia del principio de seguridad en
dichos ámbitos limitativos de la libertad individual y se
traduce en la imperiosa exigencia de predeterminación
normativa de las conductas ilícitas y de las sanciones
correspondientes. La segunda, de carácter formal, se
refiere al rango necesario de las normas tipificadoras
de aquellas conductas reguladoras de estas sanciones,
que aunque no excluye la cooperación entre Ley y Regla-
mento en este ámbito, impone inexcusablemente que
exista una necesaria cobertura de la potestad sancio-
nadora de la Administración en una norma legal habida
cuenta del carácter excepcional que los poderes san-
cionatorios en manos de la Administración presentan
(SSTC 77/1983, de 3 de octubre, 42/1987, de 7 de
abril, 305/1993, de 25 de octubre, 306/1994, de 14
de noviembre, y 117/1995, de 17 de julio).

Tampoco está de más que, en el contexto de este
caso concreto, hagamos referencia a nuestras afirma-
ciones sobre los mecanismos de sucesión de normas
en el tiempo y, más concretamente, a la retroactividad
de la ley penal más favorable. Ya en la STC 131/1986,
de 29 de octubre, FJ 2, tuvimos ocasión de decir que
el principio de retroactividad de la ley penal más favo-
rable, además de no conceder derecho de carácter cons-
titucional susceptible de amparo (SSTC 8/1981, de 30
de marzo, y 15/1981, de 7 de mayo), supone la apli-
cación íntegra de la ley más beneficiosa, incluidas aque-
llas de sus normas parciales que puedan resultar per-
judiciales en relación con la ley anterior, que se desplaza
en virtud de dicho principio, siempre que el resultado
final, como es obvio, suponga beneficio para el reo, ya
que en otro caso la ley nueva carecería de esa condición
de más beneficiosa que justifica su aplicación retroactiva,
doctrina que había sido apuntada en el ATC 471/1984,
de 24 de julio, y que ha resultado confirmada, más recien-
temente, en la STC 21/1993, de 18 de enero, FJ 5.

5. Del examen de los antecedentes puede concluir-
se que el hoy demandante de amparo fue sancionado
con total respeto de los principios reconocidos cons-
titucionalmente, sin que puedan ponerse reparos a la
actuación de las autoridades administrativas. Ello se
deduce, entre otros datos, de la simple lectura del art.
4.1 del Real Decreto 1816/1991, de 20 de diciembre,
vigente en el momento en el que sucedieron los hechos.
Dicho artículo dispone que «la exportación de moneda
metálica, billetes de banco y cheques bancarios al por-
tador, estén cifrados en pesetas o en moneda extranjera,
así como de oro amonedado o en barras, estará sujeta
a previa declaración cuando su importe sea superior a
1.000.000 de pesetas por persona y viaje, y a previa
autorización administrativa cuando su importe sea supe-
rior a 5.000.000 de pesetas por persona y viaje». El
uso de la conjunción copulativa «y» significa que siempre

que se superara el millón de pesetas había que declarar
y que sólo cuando la cantidad fuera superior a cinco
millones era preciso, además, solicitar la autorización
administrativa. De modo que, suprimida esta última por
las exigencias de vigencia del Derecho comunitario que
la excluía, permanece sin embargo la primera, que nunca
ha desaparecido y que, por cierto, se mantiene en nuestra
actual legislación sobre transacciones exteriores. Puede
verse que, tras los cambios experimentados en la misma
en virtud del Real Decreto 1638/1996, de 5 de julio,
que modifica el Real Decreto 1816/1991, de 20 de
diciembre, ya citado, se continúa exigiendo la declara-
ción previa para salidas de moneda, billetes y cheques
superiores a un millón de pesetas (nueva redacción del
art. 4 hecha por el art. 1 del nuevo Real Decreto).

6. Parece claro que, del examen de la normativa
entonces y ahora vigente, puede deducirse que todo
aquel que exporte dinero de España debe cumplimentar
dicha declaración previa, independientemente de que,
tras la transposición de la normativa comunitaria, ya no
haga falta el permiso de las autoridades españolas para
enviar dinero al exterior, aunque la cantidad sea superior
a los cinco millones de pesetas. Lo que no es admisible
es pensar que, suprimida la autorización para grandes
cantidades de dinero, en el caso de éstas tampoco es
preciso hacer la declaración. Dicho razonamiento nos
conduciría al absurdo de que la exportación de canti-
dades inferiores a cinco millones de pesetas estaría gra-
vada con la exigencia de la declaración y la de las supe-
riores sería, por el contrario, totalmente libre, siendo así
que el lógico objetivo de toda esta normativa es el de
mantener una mínima vigilancia sobre las transacciones
exteriores, mínima vigilancia que sirve a unos objetivos
lógicos en un Estado social y democrático de Derecho
y que no tiene por qué ser incompatible con las exi-
gencias comunitarias de liberalización de la circulación
de capitales.

La sanción impuesta lo fue respetando el principio
de legalidad (sanción tipificada según el art. 10.2 de
la Ley 40/1979 y el art. 4.1 del Real Decre-
to 1816/1991). Aunque el recurrente incurrió en delito,
no ha sido condenado por el mismo en virtud de la apli-
cación de la legislación penal más favorable. Pero la
desaparición de su responsabilidad penal no implica la
de la administrativa, que en todo caso permanece: el
hoy demandante en amparo debió hacer la declaración
exigida por la normativa de transacciones exteriores.

Si la consecuencia indudable de la transposición de
la Directiva comunitaria 88/361 fue la de que variaran
las sanciones en materia de control de cambios, supri-
miéndose la autorización requerida anteriormente para
exportar moneda, no tuvo aquélla, sin embargo, el efecto
de acabar con la exigencia de la declaración, que, según
la Sentencia de 23 de febrero de 1995 del Tribunal
de Justicia de las Comunidades Europeas, es perfecta-
mente compatible con la normativa comunitaria. De este
modo la ley más favorable a la que pretendió acogerse
el quejoso en amparo, y que de hecho le fue aplicada,
incluye la exigencia de declaración. El incumplimiento
fue correctamente sancionado. Procede, en suma, deses-
timar la pretensión de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de abril de dos mil dos.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Javier Delgado Barrio.—Roberto García-Calvo y
Montiel.—Firmado y rubricado.

7889 Sala Segunda. Sentencia 76/2002, de 8 de
abril de 2002. Recurso de amparo 3830/98.
Promovido por don Francisco Javier Saiz Díaz
frente a la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Almería que, en grado de apelación,
le condenó por una falta de injurias leves por
un artículo publicado en el diario «La Crónica».
Vulneración del derecho a la libre información:
noticia sobre un crimen, que menciona veraz-
mente las sospechas de los familiares de la
víctima, y cuyo error sobre los antecedentes
penales del interesado fue rectificado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3830/98, promovido
por don Francisco Javier Saiz Díaz, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña María Rodríguez
Puyol y asistido por la Abogada doña Esther Navarrete
Morales, contra la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Almería de 30 de julio de 1998 (dictada en el rollo
de apelación penal núm. 5097/98), por la que se estimó
parcialmente el recurso de apelación contra la dictada
con núm. 600/97 por el Juzgado núm. 2 de la misma
ciudad, el 21 de noviembre de 1997, en procedimiento
abreviado núm. 11/95, seguido por injurias, y se con-
denó al recurrente como autor de una falta de injurias
leves, por la presunta vulneración de sus derechos a
comunicar y recibir libremente información veraz por
cualquier medio de difusión [art. 20.1 d) CE] y a obtener
la tutela judicial efectiva de los jueces y tribunales en
el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos sin
indefensión (art. 24.1 CE). Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Guillermo
Jiménez Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
19 de agosto de 1998 don Francisco Javier Saiz Díaz,
representado por la Procuradora de los Tribunales doña
María Rodríguez Puyol y asistido por la Abogada doña
Esther Navarrete Morales, formalizó demanda de amparo
contra la Sentencia de la Audiencia Provincial de Almería
de la que se ha hecho mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa el presente
recurso de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El recurrente, periodista de profesión y dedicado
a la información de sucesos, publicó en el diario «La
Crónica» de Almería el día 31 de agosto de 1991, aunque
sin firmarla, una noticia que llevaba por título en carac-
teres grandes «El cadáver de la Mojonera tenía un fuerte
golpe en la cabeza», acompañada del antetítulo, en carac-
teres más reducidos, de «La familia sospecha del her-
mano de otro pistolero de D’Amico». En esta noticia se
informaba de la muerte de una persona llamada José
Miguel Daza Heredia, cuyo cuerpo sin vida había sido
encontrado tres días antes. Entre otros extremos, se
decía lo siguiente:

«El joven José Miguel Daza Heredia, alias “El gitano”,
encontrado muerto al pasado miércoles en la Mojonera,
fue torturado y asesinado, según informaron a LA CRÓ-
NICA fuentes familiares.

Su cuerpo presentaba un fuerte golpe en el cráneo,
que le causó fractura del mismo.

Para la familia no hubo un solo asesino sino varios
y “quienes lo hayan hecho no es la primera vez que
asesinan”. Afirman, también, que la intención de los ase-
sinos era evitar que el cuerpo fuese reconocido por los
familiares porque “en doce o trece días no se pone un
cadáver tan malamente. Ni tenía dedos, ni espalda, ni
ojos, ni nariz, sólo tiene dientes”.

El fallecido, del que la familia no sabe a qué se dedi-
caba en la actualidad, llevaba varios días sin ser visto
en casa, “salía y lo mismo venía la semana que viene
que venía mañana, y al faltar tantos días lo estuvieron
buscando (la madre) en ciudades, hospitales, comisa-
rías..., y al ver su madre en el periódico la aparición
de un cadáver, fue y lo reconoció”. El cuerpo estaba
tan descompuesto que la señora le identificó, en un prin-
cipio, por un zapato.

Sospechoso.
La última vez que se le vio con vida se encontraba

en compañía de un hombre llamado Agustín Rodríguez
Herrada, carnicero y ganadero de Roquetas de Mar que
cuenta con antecedentes penales. “Gente de dinero”,
manifestaron las mencionadas fuentes, quienes no qui-
sieron hacer más declaraciones al respecto.

Este hombre es hermano de Juan Rodríguez Herrada,
alias “El Ropero”, otro conocido pistolero del mafioso
italiano Giuseppe D’Amico, que fue arrestado en la mis-
ma operación en la que se detuvo al empresario italiano.
Cuando fue capturado, “El Ropero” iba armado con un
revólver del calibre 38 especial, con cuatro cartuchos
en el cargador. La familia afirma que José Miguel Daza,
de veinticuatro años, casado y con una hija de dos años
y medio, “se juntaba con gente de mando, gente que
tiene dinero. Con miguillas no se juntaba”.

En cuanto a las investigaciones que se están llevando
a cabo para la resolución del caso, no se muestran muy
esperanzados con los resultados que vayan a obtenerse:
“ponen ajuste de cuentas y ya está. Uno menos”,
declaran.

El cuerpo del fallecido, acompañado por tres miem-
bros de la familia, fue trasladado sobre las 15:30 horas
de ayer al cementerio de Almería para su inhumación.

...
En un principio se pensó que el joven podría llevar

más de cuatro meses muerto, sin embargo la madre
del fallecido indicó que le había visto con vida hace unos
quince días por lo que se pensó que el cuerpo fue mani-
pulado para evitar su identificación, algo que la familia
ratifica con rotundidad.»

b) En el número del mismo diario «La Crónica» apa-
recido al día siguiente, 1 de septiembre de 1991, se
incluía, dentro de una noticia con distinto contenido,
la siguiente rectificación:

«En el número de ayer se informó que Agustín Rodrí-
guez Herrada, hermano del pistolero de D’Amico Juan


